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CONCURSO DE MÉRITOS / VALORACIÓN ANTECEDENTES / ADMISIÓN / NO MODIFICA REGLAS / IMPROCEDENTE / ACTO ADMINISTRATIVO - CONFIRMA - Ahora, el que la intelección de la jurisprudencia haya permitido a las accionadas ampliar el campo de aplicación del citado requisito al título de profesional en Desarrollo Familiar, es una garantía que lejos de perjudicar a la promotora de la acción la benefició, en la medida en que pudo acceder a las etapas siguientes, en consideración a que cumplió con los presupuestos mínimos establecidos para participar en el concurso de méritos, de conformidad con el anexo de la No Resolución No 4500 de 2016. 

En ese sentido, ningún reparo puede presentar la Sala respecto a los criterios con los cuales las demandadas permitieron que la señora Londoño Osorio fuera admitida en la convocatoria No 433 de 2016, pero de ningún modo puede ser esta la justificación para que, por la vía constitucional, se modifiquen las reglas del concurso de méritos con el fin de que obtenga el puntaje asignado a las especializaciones, establecido en el numeral 1.1.1. del artículo 47º del Acuerdo No CNSC-2016-100001376 de 2016, primero porque no tiene formación académica adicional a la acreditada como requisito mínimo y segundo porque no cuenta con  el título de especialista. –Negrilla para resaltar-

Así las cosas, no evidencia la Sala la vulneración pregonada por la actora, como tampoco la afectación del derecho de petición que alega en la impugnación, pues en ningún momento, o por lo menos en esta actuación no quedó demostrado que haya solicitado acceder a las pruebas realizadas hasta la fecha dentro de la convocatoria No 433 de 2016 o que haya reclamado a la Universidad de Medellín o a la Comisión Nacional del Servicio Civil que la informen las razones por las cuales inicialmente el título de Profesional en Desarrollo Familiar fue validado como especialización y ahora en la etapa de validación de antecedentes, no fue considerado como tal.

En este punto, vale la pena anotar que si la señora Londoño Osorio busca la modificación de las reglas establecidas en el concurso de méritos adelantado para proveer las vacantes definitivas en el ICBF, esta es una controversia que debe ventilar ante la jurisdicción contenciosa administrativa, a través de la acción de nulidad, mecanismo que ha considerado la Corte Constitucional resulta eficaz e idóneo en este caso, pues puede solicitar, desde la presentación de la demanda, la suspensión de la convocatoria.
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Pereira, doce de abril de dos mil dieciocho
Acta N°          de 12 de abril de 2018
Procede la Sala de decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver la impugnación formulada por LINA MARCELA LONDOÑO OSORIO contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 20 de febrero del año que avanza, dentro de la acción de tutela que le promueve a la UNIVERSIDAD DE MEDELLIN y a la Comisión Nacional del Servicio Civil.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora Londoño Osorio que se inscribió en la convocatoria No 433 de 2016 realizada para proveer cargos al interior del Instituto de Bienestar Familiar, con el fin de optar al cargo de Defensora de Familia; que fue admitida dentro del citado concurso al ser validado como posgrado el título de profesional en Desarrollo Familiar según la plataforma SIMO,  en la que se consignó “folio válido como título de posgrado en la modalidad de especialización en Ciencias Sociales, teniendo en cuenta que el estudio de la familia es un componente curricular de este programa.  Sentencia C-149 de 2009”.
No obstante esta decisión, al momento de validar los antecedentes, etapa en la que se ponderan los estudios académicos y la experiencia laboral de los concursantes, no le es tenido en cuenta el referido título como criterio para sumar puntos a su calificación.

Informa que contra dicha omisión formuló oportunamente reclamación, sin éxito alguno, pues las accionada no accedieron a asignar puntuación alguna a su favor en esta fase del proceso de selección.

Sostiene que la decisión de las enjuiciadas vulnera sus derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad y de petición, por lo tanto solicita su protección a través de este mecanismo de protección especial, el cual califica de idóneo en la medida en que la respuesta negativa a su solicitud no admite recuso alguno.

Como consecuencia del amparo pretendido aspira que se le permita revisar las pruebas presentadas en cada una de las etapas del concurso y, en caso de que estas presenten inconsistencias, se realicen las respectivas modificaciones en el sistema SIMO.

Así mismo reclama que revalue el resultado de “valoración de antecedentes empleos misionales” teniendo en cuenta su preparación académica y su experiencia profesional.
TRAMITE IMPARTIDO

La acción de tutela fue admitida por al Juzgado Tercero Laboral del Circuito, concediéndole a las accionadas el término de dos (2) días para vincularse a la litis.
La Universidad de Medellín, luego de hacer un recuento legal y jurisprudencial relacionado con la carrera administrativa y la necesidad de respetar los términos de la convocatoria No 433 de 2016 el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, indicó que, en el caso particular, la actora no debió siquiera participar del concurso, pues no acreditó los requisitos mínimos establecidos por la OPEC, dado que no cuenta con el título de especialista, ya que no es válida la equivalencia de éste requisito en la etapa inicial o en la valoración de antecedentes, fase ésta última en la que se analizan las condiciones de los aspirantes que excedan los requisitos mínimos previstos para el empleo.

Refiere que la experiencia profesional relacionada y la experiencia relacionada no fueron valoradas en su caso, pues del documento que aportó para acreditar el título de profesional en derecho no tiene la fecha en que fue otorgado, ni se tiene conocimiento de la existencia de certificaciones que dieran cuenta del momento en que inició el ejercicio de funciones como abogada.

Conforme con lo expuesto solicita que la acción de tutela sea negada, dado que no se evidencia la vulneración del derechos fundamentales de la tutelante.

La Comisión Nacional del Servicio Civil por su parte hizo notar la improcedencia de la acción de tutela como mecanismo principal para atender los reclamos de la accionante, pues considera que existen medios ordinarios de defensa judicial a los cuales puede recurrir, máxime cuando no se evidencia la existencia de un perjuicio irremediable.

Indicó también frente al caso concreto, luego de hacer un recuento legal sobre su naturaleza jurídica, sus funciones legales y la carrera administrativa, que el ICBF solicitó a esa entidad adelantar la convocatoria para la provisión de los empleos que se encuentran en vacancia definitiva y que pertenecen al Sistema General de Carrera Administrativa de la planta de personal global de personal en esa entidad, siendo expedido entonces el Acuerdo 20161000001376 en el que se estableció cada una de las etapas de la convocatoria, los requisitos para participar y la oferta pública de empleo certificada por la Directora General de la entidad, compuesta por 2.470 vacantes.
Respecto al caso concreto indicó que la demandante fue admitida porque cumplía los requisitos mínimos exigidos en la convocatoria; que superó la etapa de aplicación de pruebas y que le fue asignado un puntaje de 0 en la valoración de antecedentes, fase en la que se evalúa el mérito, haciendo un análisis de la historia laboral y académica adicional a los requisitos mínimos exigidos para el cargo a proveer, trámite que le corresponde al contratista encargado del proceso de selección, que en este asunto es la Universidad de Medellín.

Llegado el día de fallo, el juzgado de conocimiento negó la protección solicitada, al advertir la improcedencia de la acción constitucional, pues evidenció que la discusión plateada era de carácter legal, en la medida en que los requisitos de la convocatoria fueron conocidos por la demandante, por lo tanto, no puede ahora, so pretexto de la vulneración de sus derechos fundamentales, ignorarlos para buscar un beneficio específico, cuando no cuenta con un título de especialista, el cual no puede convalidarse con el título de pregrado obtenido en el área de Desarrollo familiar.

Inconforme con la decisión, la actora la impugnó solicitando la protección del derecho de petición para que se le permita acceder a las pruebas realizadas hasta la fecha dentro de la convocatoria No 433 de 2016, al paso que insiste en le sea computada como experiencia relacionada a título de posgrado, su profesionalización en desarrollo familiar, tal como ocurrió al momento de ser admitida en el concurso.
Señala también que se encuentra activa en el referido concurso, por lo tanto la consideración de la Universidad de Medellín de que debe ser excluida del concurso no tiene soporte fáctico, en tanto tal decisión no le ha sido notificada.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

3. 1. PROBLEMA JURÍDICO

¿Puede a través de la acción de tutela modificarse la convocatoria realizada para cubrir vacantes definitivas en el marco de un concurso de méritos?
Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

1.  PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA EN TEMAS RELACIONADOS CON CONCURSOS DE MÉRITOS.
La Alta Magistratura Constitucional
, sostiene que la tutela no es el mecanismo idóneo para debatir temas de expectativa nacional, complejos y susceptibles de diferentes interpretaciones, dado que pueden existir tantas decisiones e interpretaciones, como jueces constitucionales hay en todo el territorio nacional, por lo que obrar en otro sentido, comprometería la naturaleza misma del concurso de méritos, en el que la selección a realizar debe basarse en la aplicación de los principios de igualdad e imparcialidad para todos los participantes. 
En otras palabras, beneficiar a uno sólo de los concursantes a través de una decisión judicial proferida en el marco de una acción constitucional, desequilibraría la balanza a favor de éste, desconociendo las reglas bajo las cuales fue concebida la convocatoria, al igual que resultarían gravemente lesionados los derechos fundamentales de otros participantes que no acudieron a la vía de tutela o que habiéndolo hecho, los operadores judiciales no advirtieron en su caso concreto vulneración alguna; de ahí que resulte imposible, por este medio, dejar sin fundamento o variar las condiciones de un concurso de méritos, donde participan un sinnúmero de ciudadanos, que aspiran a un cargo en propiedad.

En igual sentido, la Sala de Casación Laboral,  en sentencia de tutela de 24 de mayo de 2011, radicada con el número 32637, con ponencia de la doctora ELSY DEL PILAR CUELLO CALDERÓN, manifestó:

“En el presente caso, observa la Sala que no le han sido quebrantado los derechos fundamentales invocados por la accionante, pues actualmente se encuentra inscrita y ha superado las etapas de la convocatoria 001 de 2005; dicho concurso, para la provisión de empleos, es adelantado por la entidad accionada, el cual tiene sus reglas previamente establecidas, las cuales conocía la concursante, y las fases se han cumplido respetando los intereses de los participantes; en caso de ser modificadas de forma unilateral, para favorecer a un solo inscrito o a un grupo de ellos, se quebrantaría la confianza legítima que tienen los demás interesados, quienes verían modificadas las reglas y menoscabadas sus expectativas, pues de acelerarse un proceso de selección de lista, quizás retrase otros que tienen las mismas posibilidades que las de la accionante.”
2. CONVOCATORIAS 433 de 2016.

Tanto la Comisión como los concursantes y las entidades nominadoras, deben respetar las bases del concurso, así como sus reglas y el cronograma establecido en las Convocatorias 4338 de 2016. Respecto a tales obligaciones ha manifestado el Alto Tribunal Constitucional en sentencia T- 800A de 2011, lo siguiente:  

“La resolución de la convocatoria se convierte en la norma del concurso de méritos y, como tal, tanto la entidad organizadora como los participantes deben ceñirse a la misma.  En caso de que la entidad organizadora incumpla las etapas y procedimientos consignados en la convocatoria, incurre en una violación del derecho fundamental al debido proceso que les asiste a los administrados partícipes, salvo que las modificaciones realizadas en el trámite del concurso por factores exógenos sean plenamente publicitadas a los aspirantes para que, de esta forma, conozcan las nuevas reglas de juego que rigen la convocatoria para proveer los cargos de carrera administrativa.”
Ahora, de acuerdo con la Resolución No 4500 de mayo 20 de 2016 y el “Anexo Manual Específico de Funciones y Competencia Laborales para los empleos de la Planta de Personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar Cecilia de La Fuente de Lleras”, para acceder al cargo de Defensor de Familia Código 2125 Grado 17, se requiere:

“FORMACIÓN ACADÉMICA 

Título Profesional en Derecho. 

Título de posgrado en la modalidad de especialización en Derecho de Familia, Derecho Civil, Derecho Administrativo, Derecho Constitucional, Derecho Procesal, Derechos Humanos, o en Ciencias Sociales, siempre y cuando, en éste último caso, el estudio de la familia sea un componente curricular del programa. Corte Constitucional -Sentencia C-149 de 2009: “siempre que se entienda que para el cumplimiento del requisito se pueden acreditar también otros títulos de postgrado que resulten afines con los citados y que guarden relación directa, clara e inequívoca con las funciones asignadas al defensor de familia, conforme a los artículos 81 y 82 de la misma ley (Ley 98 de 2006). 

Corte Constitucional -Sentencia C-740 de 2008 "Acreditar título de posgrado en Derecho de Familia, Derecho Civil, Derecho Administrativo, Derecho Constitucional, Derecho Procesal, Derechos Humanos, o en Ciencias Sociales siempre y cuando en éste último caso el estudio de la familia sea un componente curricular del programa.", contenido en el numeral tercero (3°) del artículo 80 de la Ley 1098 de 2006. " 

No tener antecedentes penales ni disciplinarios. 

Tarjeta profesional vigente.
Experiencia: NA”
Ahora, en el Acuerdo No CNSC 20161000001376 de 2016 “Por el cual se convoca a concurso abierto de méritos para proveer definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa de la planta de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria NO 433-2016-ICBF”, establece en su artículo 44º que la prueba de valoración de antecedentes “tendrá el carácter clasificatorio y tiene por objeto la valoración de la formación y de la experiencia acredita por el aspirante, adicional a los requisitos mínimos exigido para el empleo a proveer”. –Negrilla texto original.
3. CASO CONCRETO

En el asunto bajo examen, la inconformidad de la actora radica en el hecho de que en la etapa de valoración de antecedentes no le fue convalidado el título de profesional en Desarrollo Familiar como posgrado, lo cual si se hizo en la etapa inicial, logrando así ser admitida en la convocatoria No 433 de 2016, pero obteniendo en la fase clasificatoria inicialmente anotada un puntaje igual a 0.
Sea lo primero advertir que ninguna duda ofrece el hecho de que la promotora de la acción no tiene posgrado en ninguna de las áreas del Derecho relacionadas en el  Anexo de la Resolución No 4500 de mayo 20 de 2016, como tampoco en el área de ciencias sociales, pues es claro que el título obtenido en la Universidad de Caldas fue el de Profesional en Desarrollo Familiar –fl 16-.
Ahora, el por qué en el proceso de inscripción la actora logró, con esa formación académica, ser admitida en la convocatoria No 433 de 2016 en el cargo de Defensora de Familiar, es una situación que no explicaron las llamadas a juicio en esta oportunidad, señalando únicamente la Universidad de Medellín en su respuesta, que la demanda no debió ser admitida en el proceso de selección.
Con todo y lo anterior, baste decir que, de acuerdo con el proceso de inscripción, el hecho de que la demandante haya sido admitida en el concurso de méritos y la Universidad de Medellín, como encargada de validad la información, haya permitido que avance en el mismo, convalidando el título de pregrado como “posgrado en la modalidad de especialización en Ciencias Sociales, teniendo en cuenta que el estudio de la familia es un componente curricular de este programa. Sentencia C-149 de 2009”, es una situación que escapa a la comprensión de la Sala, pues dicha providencia, que de paso sea dicho, se encargó de decidir la exiquibilidad del artículo 80 de la Ley 1098 de 2006, hace referencia en que el título de posgrado que se debe acreditar puede ser en áreas diferentes a la de familia y en el caso de las ciencias sociales, este resulta idóneo siempre y cuando el estudio de familia sea un componente curricular del programa, pero nada dice respecto a que tal requisito se puede suplir con un título profesional en el área de familia. –Negrilla para resaltar-
Ahora, el que la intelección de la jurisprudencia haya permitido a las accionadas ampliar el campo de aplicación del citado requisito al título de profesional en Desarrollo Familiar, es una garantía que lejos de perjudicar a la promotora de la acción la benefició, en la medida en que pudo acceder a las etapas siguientes, en consideración a que cumplió con los presupuestos mínimos establecidos para participar en el concurso de méritos, de conformidad con el anexo de la No Resolución No 4500 de 2016. 

En ese sentido, ningún reparo puede presentar la Sala respecto a los criterios con los cuales las demandadas permitieron que la señora Londoño Osorio fuera admitida en la convocatoria No 433 de 2016, pero de ningún modo puede ser esta la justificación para que, por la vía constitucional, se modifiquen las reglas del concurso de méritos con el fin de que obtenga el puntaje asignado a las especializaciones, establecido en el numeral 1.1.1. del artículo 47º del Acuerdo No CNSC-2016-100001376 de 2016, primero porque no tiene formación académica adicional a la acreditada como requisito mínimo y segundo porque no cuenta con  el título de especialista. –Negrilla para resaltar-
Así las cosas, no evidencia la Sala la vulneración pregonada por la actora, como tampoco la afectación del derecho de petición que alega en la impugnación, pues en ningún momento, o por lo menos en esta actuación no quedó demostrado que haya solicitado acceder a las pruebas realizadas hasta la fecha dentro de la convocatoria No 433 de 2016 o que haya reclamado a la Universidad de Medellín o a la Comisión Nacional del Servicio Civil que la informen las razones por las cuales inicialmente el título de Profesional en Desarrollo Familiar fue validado como especialización y ahora en la etapa de validación de antecedentes, no fue considerado como tal.

En este punto, vale la pena anotar que si la señora Londoño Osorio busca la modificación de las reglas establecidas en el concurso de méritos adelantado para proveer las vacantes definitivas en el ICBF, esta es una controversia que debe ventilar ante la jurisdicción contenciosa administrativa, a través de la acción de nulidad, mecanismo que ha considerado la Corte Constitucional resulta eficaz e idóneo en este caso, pues puede solicitar, desde la presentación de la demanda, la suspensión de la convocatoria.

En el anterior orden de ideas, encontrando que no existe mérito para modificar la decisión de primer grado, la misma será confirmada.

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, el día 20 de febrero de 2018.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.
TERCERO: ENVIAR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES    ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
� T-858-09
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